Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 34 minutos) 


La Comisión de Educación y Cultura del Senado tiene el gusto de recibir a la Intergremial Marítima y Portuaria que hoy nos visita. 
Como ustedes saben, hemos estado siguiendo el tema e intercambiamos algunas informaciones en forma telefónica. 


En la sesión pasada, estuvimos hablando con el Consejo Directivo Central de la ANEP y por lo conversado, entiendo que ustedes 
accedieron a la versión taquigráfica a través de la página del Parlamento. 


Ahora les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LAURIDO.- Soy el Secretario del Centro de Maquinistas Navales. Agradecemos profundamente a la Comisión por la gran 
rapidez con que nos concedió esta entrevista. Desde el viernes de la semana anterior se nos dio a conocer oficialmente, por parte 
del Ministerio de Educación y Cultura, la nueva versión del proyecto de decreto reglamentario que va a ser sustitutivo -así lo dice- 
del Decreto N* 19/003, del pasado mes de enero. Tal como dice el propio decreto en sus Considerandos, éste surge a raíz de una 
negociación entre la ANEP, UTU o CETEP y la Armada Nacional. 


Simplemente voy a hacer mención a los Vistos, donde se habla de la gestión de la ANEP y del Comando General de la Armada, por 
la cual se promueve la nueva reglamentación en sustitución del Decreto N* 19/003. Su artículo 1% dice que se deroga el Decreto N* 
19/003, de 24 de enero de 2003, en su totalidad y se aprueba una reglamentación del Convenio Internacional sobre las Normas de 
Formación, Titulación y Guardia del Agente de Mar. El Ministerio nos dio un plazo de diez días, de los cuales ya han pasado siete - 
contando el de hoy- por lo que solicitamos a la Comisión si por su intermedio se pudiera lograr ante el señor Ministro una prórroga 
por unos días más. Tengamos en cuenta que este nuevo decreto consta de 107 artículos. También deseo destacar que al CETEP, a 
la ANEP y a la Armada les llevó más de cuatro meses de negociación. Entonces, recorrer todo el articulado para compararlo con el 
decreto del mes de enero que se va a derogar, no es una tarea fácil, aun cuando nos valemos de nuestros asesores, que son los 
mismos que interpusieron la acción de amparo. 


Por otro lado, queremos aclarar -aunque la Comisión ya lo sabe porque nos recibió el mes pasado- que para las agremiaciones 
profesionales, la circunstancia ha sido la misma; no tuvimos ningún marco de negociación en toda la discusión que ha llevado la 
ANEP-UTU, con la Armada, como así tampoco en oportunidad del decreto que se va a derogar, el que fue aprobado en enero sin 
una sola consulta a ninguna de las agremiaciones. Deseo hacer esta salvedad porque antes de recibir al señor Ministro Bonilla, 
concurrió a la Comisión el señor Ministro de Defensa Nacional -ex integrante de las Comisiones de Defensa Nacional y de 
Educación y Cultura del Senado- y de la versión taquigráfica se desprende lo siguiente: "Hemos generado un espacio de diálogo 
entre la ANEP, la Prefectura Nacional Naval y los sindicatos." Debo decir que no ha sido así, más allá que ese ha sido el deseo del 
señor Ministro. Nos consta que habló personalmente con el Contraalmirante Daners luego de tener una entrevista con nosotros en 
la que había prometido -repito que eso lo cumplió- que iba a hablar con él para que fuéramos recibidos y contáramos con esa etapa 
de discusión. Esas etapas se cumplieron; tuvimos la entrevista con el Contraalmirante Daners, pero luego de eso jamás se nos dio 
participación. Es más; en aquel momento el Contraalmirante nos dijo que luego de que se produjera el cambio de Director de 
Marina Mercante -lo que ocurrió en el mes de marzo- tendríamos esa instancia. No fue así. 


El 11 de marzo, solicitamos una nueva entrevista al Ministro Fau y jamás se nos contestó. Si mal no recuerdo, envié a la Comisión, 
vía fax, un informe para demostrar que el 27 o el 28 de marzo informamos al Director de Marina Mercante que vencía el plazo para 
presentarnos ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. La Jueza Rossi nos pedía datos acerca de cuáles habían sido los 
avances en nuestra negociación con la Armada. A pesar de que esto lo trasmitimos al Director de Marina Mercante, jamás se nos 
contestó. En las entrevistas que mantenemos frecuentemente, se nos dijo que no ¡ba a ser posible esa instancia, porque como el 
decreto estaba impugnado, no se nos iba a tener en cuenta. 


También presentamos una solicitud al Consejo Superior de CETEP de la UTU y al mes siguiente se nos contestó, por medio de una 
resolución donde constaba el voto unánime de los tres Consejeros, que tampoco se nos iba a dar participación. En mi opinión, esa 
contestación era correcta, porque dicho Consejo era el que tenía que negociar con la Armada sin darnos participación a nosotros. 
Entonces, aunque a mí no me haya gustado, el Consejo Superior de la UTU no podía fallar de otra manera. Las decisiones fueron 
de los Ministros y en ellas se reconocía que debíamos tener un ámbito de participación, a fin de conocer qué pensábamos, ya que 
se estaba reglamentando nuestra profesión. Ahora, dentro de diez días tenemos que elevar al Ministro de Educación y Cultura una 
propuesta expresando en qué no coincidimos con esos 107 artículos, y luego el Ministro tendrá en cuenta esto o no para firmar el 
decreto. 


Asimismo, voy a entregar a la Comisión algo que me parece sumamente preocupante, a fin de que tengan una idea de cuál es el 
ámbito de nuestro diario vivir con la Prefectura Nacional Naval, a través de la Dirección Registral y de Marina Mercante, en lo que 
se refiere a nuestra profesión. El propio Contraalmirante Daners nos dice que vamos a tener un marco de discusión, y luego de 
cuatro meses, cuando se está por firmar el decreto, todavía no se nos escuchó en ningún ámbito donde pudiéramos decidir o, al 
menos, intercambiar ideas con quienes están reglamentando nuestra profesión. 


Junto con la nueva versión del proyecto de decreto, accedimos a la decisión del Consejo de la ANEP y de UTU cuando se aprobó la 
negociación que se acaba de hacer con la Armada. En el Considerando IV se expresa que la complementación educativa referida 
en los artículos 58 y 109 respecto de los patrones de pesca de ultramar y patrones de pesca de altura, debe instrumentarse por 
medio de simuladores, propiedad del Ministerio de Educación y Cultura, radicados actualmente en la Escuela Naval. En el 
Considerando 5 se dice que de acuerdo con lo expresado en el Considerando anterior, sería conveniente la ubicación de los 
referidos simuladores en dependencias del Ministerio de Educación y Cultura con el fin de evitar dificultades posteriores. Me 
pregunto cuántos años hace que estos simuladores llegaron al país, a un ámbito de la educación, de formación de marinos 
mercantes civiles, y hoy están en una dependencia del Ministerio de Defensa Nacional. ¿Cómo llegaron al país? ¿A través de los 


convenios de Organización Marítima Internacional (OMI)? En alguna inspección que esta Organización hizo en el Uruguay, no vio 
con buenos ojos que dentro de la Escuela Naval, dependiente del Ministerio de Defensa Nacional, se dictaran cursos para marinos 
mercantes civiles. Entonces, me pregunto cómo llegaron al Uruguay -quizás hace meses o años- estos simuladores y por qué 
razón fueron a parar a la Escuela Naval. 


Además, en una visita que hicimos a la Escuela Naval, invitados por su Director, se nos mencionó que dicha Escuela había sido 
nominada por la OMI como representante de las escuelas navales o escuelas civiles del Cono Sur. 


También sabemos que la Escuela Naval -esto lo expresó el propio Director- ha firmado convenios con la Facultad de Formación de 
la Universidad Marítima de Trieste, que depende de la Universidad del Mar de la OMI en Malmó. Todos estos acuerdos se logran 
como un beneficio para los estudiantes de carreras civiles. 


Por otro lado, tenemos conocimiento de que cinco o seis oficiales de alta graduación han hecho "masters" -algunos de hasta dos 
años- en el extranjero, ya sea en la Universidad de Malmó o en la de Trieste, como es el último caso del que tenemos 
conocimiento, donde un Capitán de Navío se recibió de Master en Formación de Marina Mercante, en la Universidad de Trieste, 
usando el Convenio de la CTCW que reglamenta la formación de los marinos mercantes civiles. Entonces, estas son las cosas que 
a nosotros nos preocupan. 


Ahora, está a punto de firmarse el nuevo decreto y, como dije, vamos a solicitar, por medio de nuestro abogado, una prórroga de 
esos diez días -que sabemos el Ministro de Educación y Cultura nos va a otorgar- para estudiar esos 107 artículos, ya que se nos 
hace sumamente difícil, en tan poco tiempo, hacer una revisación extensa de todo eso. Si bien las autoridades del CETEP han 
llegado a esta negociación, debemos decir que ésta no ha sido fácil, ya que los militares en muchas oportunidades estuvieron a 
punto de retirarse si se tocaban determinados temas. Esto nos consta, porque tuvimos varias conversaciones con los abogados 
designados por el CETEP para esta negociación con la Armada. Es más; en algunos momentos -lamentablemente, tengo que decir 
esto- hubo molestias por parte de algunos integrantes de la Armada por una versión taquigráfica que un diario de Montevideo 
extrajo de la Página Web, de una sesión de la Comisión de Defensa Nacional a la que nosotros concurrimos. Esto causó grandes 
molestias e, incluso, le recriminaron a la profesora Fanny Arón por nuestra participación en estas Comisiones. 


Por eso, digo que esto no ha sido fácil, ni siquiera para los propios delegados del CETEP. En la negociación se hizo lo que se pudo, 
pues en algunos puntos estaban con un margen muy acotado y, en definitiva, para la UTU en algunos aspectos ha mejorado algo. 
Sin embargo, en otros aspectos discrepamos totalmente, tal como lo hicimos en enero. Es importante destacar que de una Unidad 
Coordinadora -como habían inscrito los de la Armada- se ha pasado a una Comisión Coordinadora -creo que esto lo expresó el 
licenciado Bonilla en esta Comisión- y se cambió la integración. Ahora va a haber tres militares y cuatro civiles incorporándose, 
además, un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores; pero hay otras cosas muy problemáticas que quedaron 
exactamente igual. Al respecto, los compañeros del Sindicato de Patrones de Pesca van a hacer una salvedad en cuanto al 
articulado. A la Escuela Técnica Marítima se le acota su responsabilidad hasta los terceros maquinistas y en cuanto al resto, se le 
da potestad a la Escuela Naval. También creemos que a nivel parlamentario habrá que estudiar este tema, ya que en marzo de 
1973, en la Ley de Presupuesto, aparece un artículo -no recuerdo si se trata del 98 o del 106- que no conocía ningún compañero 
nuestro, aun los egresados de la Escuela Naval, donde se concedió a la Escuela Naval la exclusividad de otorgar el título de Marino 
Mercante. 


Yo creo que se trata de un aspecto que en algún momento el Parlamento va a tener que tomar en cuenta y hablar con las 
autoridades de ANEP o con las de UTU. Creemos que no está bien que se dé una exclusividad en esta materia, habiendo otro 
instituto habilitado, como es la Escuela Técnica Marítima. 


SEÑOR GALLARDO.- En primer lugar, quiero decir que mantuvimos una entrevista con la señora Fanny Arón y nos llamó la 
atención que no se hubiera realizado ningún tipo de modificación en el articulado, sobre todo en aquellas disposiciones que afectan 
la fuente de trabajo de nuestro sector, que es el pesquero. Cuando consultamos a ese respecto, se nos dijo que se había podido 
negociar sólo en lo que tenía que ver con la enseñanza. 


Cabe aclarar que este articulado fue elaborado por la Prefectura Nacional Naval y, luego de un gran número de reuniones con los 
sectores de embarcados, se concretó a través de un decreto. Incluso, en esas reuniones sólo se pudo discutir sobre la base que 
ellos habían presentado, sin que nosotros pudiéramos introducir modificación alguna. El articulado sobre el que se discutió era el 
que ellos habían presentado y no se pudo efectuar ninguna clase de aportes. En ese sentido, lo que se aprobó es lo mismo que se 
había presentado desde el principio, y de nada sirvieron las horas de discusión y las iniciativas que se plantearon por nuestra parte. 
Como dije, en la discusión que mantuvieron las autoridades de UTU con las de la Armada sólo se pudo negociar en aquellos 
aspectos vinculados directamente con aquella institución de enseñanza. 


Por otra parte, quiero destacar que hay artículos, como por ejemplo el 27, que se contradice totalmente con la Ley de Pesca, ya 
que dicha disposición establece que cualquier extranjero puede venir a trabajar a nuestro medio y sólo la Prefectura Nacional Naval 
es la que puede otorgar la autorización correspondiente. No hay que olvidar que ningún uruguayo que tenga patente puede ir a 
trabajar a otros países, porque para habilitarlo se le exige que sea ciudadano legal del país en cuestión. La autorización que se nos 
debe requerir a quienes tenemos una titulación de carácter civil debe provenir, precisamente, de la enseñanza civil. Sin embargo, 
en este caso se habla de una autorización de Prefectura y, sinceramente, no sabemos en qué se basa esa disposición. Debemos 
aclarar que, por ejemplo, Brasil no exige estudios para dedicarse a la actividad de navegación, ya que sólo se trata de personal 
idóneo y no profesional. Quizás debido a que en ese país hay muchos barcos trabajando, a quien sabe manejar un barco se le 
habilita para ello, sin que haya cursado estudios para obtener un título. En cambio, en nuestro país se cursan estudios para poder 
desempeñar esa actividad, fundamentalmente en la UTU. Ahora bien, si aquí viene un extranjero a trabajar sin contar con los 
estudios que requiere la OMI, me pregunto si la Prefectura le otorgaría la autorización correspondiente. Como dije, en ninguna 
parte del mundo ocurre eso, ya que sin duda sería la institución de enseñanza que imparte esa formación, la que determinaría la 
revalidación de estudios para poder trabajar y, como dije, sólo en caso de ciudadanos legales. En ese sentido, la Ley de Pesca 
prevé casos específicos de nuevas especies de pesca y de barcos que no tienen conocimiento de nuestro funcionamiento, pero en 
virtud del artículo 27 del texto que he mencionado anteriormente, se permite que venga cualquiera a trabajar sin la formación 
adecuada, y aun en ese caso la Prefectura, por su cuenta, está habilitada para otorgarle la autorización correspondiente. 


Por otro lado, en los artículos 55 y 56 se habla de tareas específicas de la gente que trabaja dentro de los puertos, como por 
ejemplo, en las dragas. Con ese tiempo navegado los autoriza a que puedan hacer lo mismo que los que salen a altamar. Pero la 
Armada no tiene rubros para que los barcos salgan a hacer investigación para ver si hay gente robando. Digo esto, porque la 
custodia que realiza la Argentina u otros países en sus aguas, en las aguas uruguayas nuestra Armada no la hace y la mayoría de 
los barcos están parados en el Puerto de Montevideo o en cualquier otro, sin salir a navegar. Por los artículos 55 y 56 ese tiempo lo 
toman para figurar como si estuvieran navegando, porque para acceder a una patente un profesional debe tener determinado 
número de horas de navegación. Quiere decir que ellos ascienden con el barco parado en puerto, sin tener tiempo de navegación, 
lo que es totalmente contrario con lo que firmó el país frente a la OMI. Sin embargo, por ese tipo de artículos, ellos pueden hacerlo. 


Si denunciáramos a la OMI este tipo de artículos, todos los presentes sabemos que correríamos riesgos, en momentos en que el 
país está haciendo esfuerzos para que seamos mano de obra blanca -es decir, para estar autorizados a navegar en cualquier parte 
del mundo- porque hemos realizado todos los cursos internacionales que exige la OMI y todo lo demás. Todo esto que se firmó es 
para los civiles, ya que la OMI especifica que el tiempo navegado en las armadas de cualquier país del mundo no se toma en 
cuenta y tienen que volver a navegar en barcos civiles, para que sí se considere. Todo lo que han hecho ha sido para que les sirva 
el tiempo que están en la Armada. Incluso, hay artículos que autorizan a extranjeros a navegar en aguas sin límite. Existen 
patrones de pesca uruguayos que tienen la titulación y todo lo que se exige y, sin embargo, la Armada no los ha autorizado a salir, 
porque esos barcos se los reservan para ellos. Por ejemplo, hay 19 barcos con capitanes militares que están en Africa. 


En resumen, nos parece espantoso que no tengamos un lugar donde poder aportar o cambiar las cosas que vemos, que son 
totalmente negativas para las fuentes de trabajo de los patrones de pesca uruguayos. 


SEÑOR FRANCO.- Como todos sabemos, el Decreto N* 19/003 es reglamentario de la Ley N* 16.345 que, además, aprueba el 
Convenio OMI STCW 78/95. Si bien expresamente, tanto el Convenio como la propia ley no establecen que esto deba hacerse en 
ámbitos interdisciplinarios o, por lo menos, tripartito, es norma de los convenios internacionales que todo lo que tiene que ver con 
reglamentaciones de este tipo, por lo menos deba consultarse a las organizaciones profesionales que están involucradas. 


Además, a principios del año pasado, cuando recién se estaba en la elaboración del proyecto de decreto, nosotros recibimos con 
mucho entusiasmo la propuesta de que nos incorporáramos a la discusión, a los efectos de que diéramos nuestra posición sobre el 
tema e hiciéramos las puntualizaciones que entendiéramos pertinentes. En este sentido, la Intergremial Marítima se abocó seria y 
responsablemente a estudiar el tema. Luego, cuando aparece el decreto, fue como un balde de agua fría por el hecho de que todo 
aquello se había tirado por la borda ya que, lisa y llanamente, se había optado por la aprobación de un decreto en forma totalmente 
unilateral e inconsulta. De ahí surge nuestra insistencia en ser consultados y participar en esto. 


No voy a reiterar lo manifestado por el señor Laurido, representante del Centro de Maquinistas Navales, en el sentido de que 
sistemáticamente se nos ha negado esa posibilidad, pero es importante señalar que en la comparecencia del señor Ministro de 
Defensa Nacional en esta Comisión se habló de ámbitos de diálogo y de la participación de los marinos. No sé a qué se refería el 
señor Ministro, pero la propuesta que se nos ha hecho ha sido una especie de discusión virtual a través de la Página Web, en la 
que pudimos hacer alguna sugerencia, pero no hemos contado con ámbitos de participación. Esto no quiere decir que no tengamos 
diálogo, porque hemos pedido entrevistas a la Dirección de Marina Mercante y hemos sido recibidos. Podemos decir que tenemos 
una relación fluida, tanto con el Director de Marina Mercante como con el Prefecto Nacional Naval, aunque la respuesta que han 
dado a nuestras reclamaciones en lo referente a la instalación de ámbitos tripartitos para discutir el proyecto, es que se estudiará 
nuestra propuesta. Todavía no hemos recibido una respuesta en ese sentido. Por lo tanto, hay diálogo pero no hay negociación, 
porque no se ha dado un ámbito donde podamos discutir. 


Por otro lado, entiendo que es dificultoso, teniendo en cuenta el tiempo del que disponemos en esta Comisión, que nos podamos 
referir a los más de cien artículos que tiene el decreto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dejar en claro que nosotros no tenemos el texto del proyecto de decreto en nuestro poder y, por lo 
tanto, no lo conocemos. Vamos a tener acceso a él cuando sea decreto y se encuentre en la Página Web, pero actualmente no 
disponemos del borrador. 


SEÑOR FRANCO.- Si le sirve de consuelo a la señora Presidenta, por lo menos el SUNTMA tampoco lo tiene. El señor Ministro dijo 
que había conversado con dos organizaciones marítimas, pero existen más; sólo la Intergremial Marítima está conformada por 
cuatro organizaciones profesionales, que son el Centro de Maquinistas Navales, la Unión de Capitanes y Oficiales de la Marina 
Mercante, el Sindicato Único de Patrones de Pesca del Uruguay y el Sindicato Único Nacional de Trabajadores del Mar y Afines. En 
lo que respecta a nuestra organización, hemos solicitado que se nos facilite esa información, pero la hemos conseguido gracias al 
Centro de Maquinistas Navales. Aclaro que me estoy refiriendo al decreto modificativo. 


Reitero que es bastante dificultoso desmenuzar estos cien artículos en el día de hoy, en una reunión como esta; sin embargo, 
deseo referirme a algunos aspectos de la cuestión que creemos fundamentales. Uno de ellos es el relacionado con la formación del 
marino mercante, sobre lo que ya se han extendido quienes me precedieron. Otro punto es que este decreto también incursiona en 
la relación laboral y en temas que son privativos de la relación laboral, que tiene que ser producto de negociaciones. Digo esto 
porque en algunos de sus artículos establece la tripulación para la explotación comercial del barco y, además, fija la tripulación 
mínima de seguridad. 


La Ley N* 16.387 establece claramente que la autoridad marítima determina la tripulación mínima de seguridad y, además, que 
luego de una negociación con las organizaciones de los trabajadores y los representantes del armador o empresario, determina la 
tripulación necesaria para la explotación comercial del buque. Incluso dice a título expreso que, una vez determinado esto, quedará 
como parte integrante de los convenios colectivos. Sin embargo, por vía de este decreto se le da potestades al empresario para 
que determine la tripulación mínima de seguridad y la tripulación necesaria para la explotación comercial, lo que sin duda deja en 
un estado de indefensión a los trabajadores, desde el momento en que todos sabemos que, en esa contabilidad en torno a los 
costos de explotación, siempre el empresario busca reducir personal. En este sentido ya hemos tenido dificultades; los maquinistas 
navales lo han sufrido en estos últimos meses, porque han visto que en forma unilateral y arbitraria los empresarios han reducido la 
tripulación, sacando el maquinista de abordo. 


Por todo esto, apelamos a la Comisión y al Parlamento en la búsqueda de ámbitos tripartitos, en los cuales se pueda establecer un 
marco de negociación donde los trabajadores seamos escuchados, con la idea, además, de que todas las partes agucemos el 
ingenio y deslindemos lo que tiene que ver con la titulación, de lo que se refiere a la relación laboral. 


SEÑOR LARROSA.- Más allá de todo lo expuesto por los compañeros, que creo que ha sido suficiente con respecto a este tema, 
entendemos que si bien es cierto que el Parlamento no puede resolver el tema del decreto -porque es una potestad del Poder 
Ejecutivo- puede actuar de dos formas: por un lado, aprobando una ley interpretativa acorde con el Convenio Internacional de la 
OMI, de manera de contemplar a los verdaderos actores de esta situación y defender a la enseñanza laica y gratuita y, por otro, 
derogando una ley del año 1973, que fue aprobada antes de la dictadura, cuando la situación, como todos sabemos, era otra. 


Días pasados estuvieron en esta Comisión las autoridades de la enseñanza y se planteó realizar una reunión de trabajo pura y 
exclusivamente con respecto a este asunto, independientemente de todo el tema de la enseñanza. Nosotros, los trabajadores del 
mar, creemos que urgen los plazos para encontrar las soluciones adecuadas a esta situación porque, como han dicho los 
compañeros, no puede ser que un organismo militar -que los Convenios Internacionales de la OMI excluyen expresamente- esté a 
cargo de la enseñanza, porque los estudios de unos y de otros son muy disímiles: unos se preparan para las acciones bélicas, y 
nosotros para la actividad comercial y los servicios a bordo de los barcos. 


SEÑOR CID.- Quería preguntar a los invitados si este plazo de diez días que les está dando el Ministerio de Educación y Cultura 
es, simplemente, una vista, o esperan los comentarios sobre el articulado del futuro decreto. ¿Qué valor tiene este plazo que se 
está concediendo desde el punto de vista de poder iniciar una modificación en el articulado o una negociación? 


SEÑOR LAURIDO.- Cuando nos avisaron del Ministerio que podíamos retirar de su Secretaría la nueva versión, fui yo quien hablé 
con la Secretaria del Ministro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Se refiere al Ministerio de Educación y Cultura? 
SEÑOR LAURIDO.- Sí, exactamente. 


En el mes de abril mantuvimos una entrevista con la Directora Nacional de Educación, la contadora Costábile, quien nos dijo que 
veía bien que tuviéramos una entrevista con el Ministro. Además, nos aclaró que ella iba a estar presente, ya que por la explicación 
brindada por el Centro de Maquinistas, entendía nuestra problemática. A través de nuestro viejo proyecto, ya hace diez años que 
veíamos venir esto. Por esta razón ella nos aconsejó que tuviéramos una entrevista con el Ministro en ese instante. Por lo tanto, 
subimos hasta el noveno piso, donde está el despacho del Ministro, y solicitamos la entrevista. Nos informaron que debíamos 
solicitarla de manera formal, a través de fax o de correo electrónico. Nosotros cumplimos con dichos requisitos. Eso fue el 22 o el 
23 de abril, y como no teníamos respuesta llamé y nos dijeron que el Ministro había cambiado la forma de recibir. No obstante, 
nosotros habíamos cumplido con lo que nos habían pedido. 


Ahora, a la semana de estos hechos nos llaman para decirnos que vayamos a retirar el nuevo articulado. Les expresamos nuestra 
inquietud por entrevistarnos antes de que estuviera terminado el articulado. Nos respondieron que cuando fuéramos a dar nuestras 
opiniones sobre el decreto, el Ministro nos iba a recibir. Debo interpretar -al igual que la duda que tiene el señor Senador- que va a 
recibir nuestros aportes y discrepancias a través de una carpeta, y luego el Ministro estudiará el tema y lo firmará o no; pero en 
ningún momento se nos aseguró que ese era el articulado por el cual íbamos a iniciar de aquí en más, con esta nueva versión, una 
ronda de intercambios. Entendí que el plazo de diez días es para corregir o hacer nuestras salvedades a través de una carpeta que 
le entregaremos al señor Ministro en sus propias manos, según la Secretaria, y luego esperaremos que salga firmado nuevamente. 


SEÑOR CID.- Quisiera pedirle a la Intergremial que nos haga llegar los comentarios que merezca el futuro decreto para darle 
continuidad y seguimiento al tema. En la sesión anterior les habíamos expresado nuestro interés de incidir, en lo posible, en la 
normalización del trabajo de ustedes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera aclarar que, precisamente a raíz de la situación que tenemos, pregunté de qué Ministerio se 
trataba. Por nuestra parte, hemos conversado sobre el tema, en su oportunidad, con el señor Ministro de Defensa Nacional, a quien 
habíamos convocado por otro asunto, así como también con las autoridades del CODICEN. Estas últimas, tal como consta en la 
versión taquigráfica -pues no estoy diciendo nada que no sea público- explicaron que, para poder acceder a este proceso que se 
estaba dando, tuvieron que interponer un recurso, a los efectos de lograr detener la puesta en práctica del decreto anterior. 
Igualmente el mismo se dispuso, y recién entonces se logró llevar a cabo la instancia mencionada y, a su vez -según nos 
enteramos ahora- alcanzar el objetivo perseguido por el CODICEN, esto es, un equilibrio entre representantes civiles y militares en 
la Comisión, pues lo cierto es que existía un desequilibrio a favor de la presencia militar. 


La Comisión no va a intercambiar opiniones con quienes nos visitan porque, como es sabido, no es ese su mecanismo de trabajo. 
Sin embargo, como ustedes saben, hay proyectos de ley vinculados con estos temas que se encuentran en el ámbito de la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas que refieren, concretamente, al personal embarcado, y tenemos entendido que, si en el 
seno de dicha Comisión esos proyectos resultaran aprobados, se entraría en colisión con este decreto. Quiere decir que aquí hay 
más de una problemática planteada, pues estamos ante un decreto que podría llegar a estar en contradicción con proyectos que 
este mismo Parlamento está estudiando y que probablemente aprobará, según los pronunciamientos hechos por los Senadores 
hasta este momento. 


En consecuencia, el compromiso que asumimos en nombre de toda la Comisión es que actuaremos a la brevedad y que estaremos 
en contacto permanente con ustedes. Además, dispondremos que la versión taquigráfica sea repartida también a los Senadores 
integrantes de la Comisión de Transporte y Obras Públicas, pues en este momento se está considerando un proyecto de ley que 
tiene que ver con este tema. En definitiva, haremos los máximos esfuerzos para que las cosas se procesen, por lo menos, en otros 
tiempos. La idea sería conseguir un lapso determinado, hasta que podamos leer el proyecto en cuestión y así formarnos una 
opinión de la que hoy carecemos porque no tenemos el texto. 


Les agradecemos mucho su presencia, así como también la información que han brindado. Estamos a su disposición, y nos 
comunicaremos con ustedes fluidamente, pues ese es el espíritu de quienes integran esta Comisión de Educación y Cultura. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


